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Expediente AR-9/2017
LAUDO que dicta el Árbitro D. Francisco José Seseña Aparicio en el procedimiento de arbitraje de derecho promovido por Dª xxxxx, contra “xxxx” sobre impugnación de acuerdos sociales.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 26 de Mayo de 2017 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje suscrita por Dª xxxxx contra “xxxx”, ejercitando acción de nulidad del acuerdo de Asamblea General Extraordinaria de fecha 21 de Febrero de 2016, por no poder ser considerados como socios, D. xxxx, Dª xxxx, Dª xxxxx, Dª xxxxx, D. xxxxx, D. xxxx y Dª xxx, solicitando que se acuerde dejar sin efecto el acto de gestión realizado por D. xxxx, en calidad de Presidente de la Cooperativa, el día 6 de abril de 2017, con requerimiento expreso al mismo de abstención de realizar cualquier acto en nombre de xxxx. De forma subsidiaria se solicita que se requiera a la Cooperativa para que por la Asamblea General se fije la cuantía de las aportaciones obligatorias y los plazos de desembolso, la cuota de ingreso, cuantificándose el interés legal y los daños y perjuicios causados, con expresa suspensión de sus derechos políticos y económicos hasta que normalicen sus situaciones; si no se realizará el desembolso se debería requerir a la Cooperativa para que inicie los expedientes de baja obligatoria de los referidos socios.
La demanda iba acompañada de diversa documentación que, una vez admitida como prueba, ha sido objeto de estudio a la hora de dictar el presente laudo.

SEGUNDO: Una vez admitida a trámite la demanda, se dio traslado de la misma a la demandada, manifestando su disconformidad con las peticiones de la parte actora, invocando la caducidad de la acción ejercitada referente a que no se reconociera como socios a D. xxxx, Dª xxxx, Dª xxxx, Dª xxxx, D. xxxxx, D. xxxx y Dª xxxx, que obtuvieron dicha condición hace más de 20 años, excepción procesal que, durante la tramitación del procedimiento también se amplió al acuerdo referente al nombramiento del nuevo presidente por la Asamblea el día 21 de febrero de 2016. La contestación a la demanda iba acompañada de diversa documentación que fue admitida como prueba.
TERCERO: Designado, con fecha 4 de Agosto de 2017, el árbitro que suscribe el presente Laudo con objeto de dirimir la cuestión planteada, las partes interesadas en el presente procedimiento fueron convocadas a la comparecencia prevista en el artículo 22.2 de Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social (en adelante Decreto), con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa, comparecencia que se celebró el pasado día 21 de Septiembre de 2017. 
CUARTO: La parte actora compareció personalmente, asistida por su Letrada. La parte demandada fue representada en este acto por el Letrado D. xxxxx, aportando al procedimiento poder suficiente.

En la referida comparecencia ambas partes se ratificaron, respectivamente, en sus escritos de solicitud de arbitraje y contestación.
En la referida comparecencia se resolvieron por este Árbitro las excepciones planteadas por la demandada, referentes a la falta de litisconsorcio pasivo necesario y falta de legitimación activa. En el presente laudo se resuelve las excepciones de caducidad plantadas, igualmente, por la demandada.
Abierto el periodo de prueba, las partes realizaron su solicitud de práctica de prueba que fue resuelta por este Árbitro en la misma comparecencia.
QUINTO: Se celebró la vista el día 10 de Noviembre de 2.017, en primer lugar se realizó el interrogatorio del Presidente de la Cooperativa, D. xxxxx, y en segundo lugar el interrogatorio de Dª xxxx. Renunciando la parte demandada a las testificales que había sido propuestas.
Finalmente, ambas partes presentaron sus conclusiones de forma oral, quedando vistas las actuaciones para dictar Laudo.
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 167 de la Ley 11/2010, de 4 de Noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.

Más concretamente, el Decreto reconoce en su artículo 3.1.b) legitimación activa a la parte actora para intervenir en procedimientos arbitrales por ostentar la condición de socia, y a la parte demandada por estar constituida como Sociedad Cooperativa, siendo la presente solicitud rectora del presente procedimiento susceptible de poder someterse al mismo, de acuerdo a lo previsto en el artículo 2.1 c) del mismo texto normativo.

SEGUNDO: En primer lugar se deben resolver las excepciones procesales de caducidad de las acciones ejercitadas por la demandada. La acción de nulidad del acuerdo de la Asamblea General, de fecha 21 de febrero de 2.016, en relación a la elección de D. xxxxx como Presidente de la Cooperativa tiene un plazo de caducidad de un año, de acuerdo a lo prevenido en el artículo 54.6 de la Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha. Teniendo en cuenta que el acuerdo objeto de acción de nulidad es un acuerdo de obligada inscripción en el Registro de Cooperativas, dicha fecha es la que debe computarse como “dies a quo” y no la fecha de adopción del acuerdo, y teniendo en cuenta que la inscripción del cargo de Presidente se produjo el día 3 de junio de 2.016, no había trascurrido el plazo de un año habida cuenta de que la solicitud de arbitraje se interpone el 26 de Mayo de 2.017, por lo que debe desestimarse la excepción procesal de caducidad de la acción de nulidad referente al nombramiento del Presidente del Consejo Rector.

La parte demandada también invoca la caducidad de la acción ejercitada habida cuenta de que entiende que la actora pretende ejercitar una acción de nulidad contra la adquisición de la condición de socio en la Cooperativa de D. xxxx, Dª xxxx, Dª xxxx, Dª xxxx, D. xxxx, D. xxxxx y Dª xxxx, indicando la demandada que la acción de nulidad caduca en el plazo de un año y estos socios adquirieron dicha condición hace más de 20 años. Dicha excepción debe ser igualmente rechazada habida cuenta de que de la dicción del suplico de la solicitud de arbitraje no se deriva que la actora ejercite una acción de nulidad sobre los acuerdos sociales que hayan provocado la adquisición de la condición de socio de las personas mencionados anteriormente, por dicho motivo también se desestimó la excepción de litisconsorcio pasivo necesario, sino que la actora viene a solicitar que se declare la nulidad del acuerdo que elige a D. xxxx como Presidente de la Cooperativa por no poder considerarse que dichos socios tuvieran tal condición, por ello, a este Árbitro lo que le corresponde, tras la prueba practicada, es determinar si D. xxxx, Dª xxxx, Dª xxxx, Dª xxxx, D. xxxx, D. xxx y Dª xxxx, ostentan la condición de socio de la Cooperativa.
TERCERO.- La parte actora pretende que se declare la nulidad del referido acuerdo por el que se nombra a D. xxxxx Presidente de la Cooperativa, por ser contrario al orden público porque D. xxx como Dª xxx, Dª xxxx, Dª xxxx, D. xxxx, D. xxxx y Dª xxx, no deben ser considerados socios. La actora, en sus conclusiones, manifiesta que estos socios, en su mayoría, adquirieron la propiedad de diversas fincas en 1995 pero en ningún caso adquirieron la condición de socios por el procedimiento establecido en los Estatutos, con la previa autorización del Consejo Rector para la transmisión de participaciones sociales. Incide la actora en que las transmisiones mortis causa realizadas por los socios son irregulares, pero ha quedado acreditado, por la prueba practicada, la falta de formalidades de la Cooperativa, así como la falta de un libro de Actas de Consejo Rector y Asamblea General, que pudieran determinar de forma clara e inequívoca como se adoptaron dichos acuerdos.
Este árbitro debe resolver el presente procedimiento, sin poder examinar el libro de Actas de Consejo Rector, por desconocer su paradero tanto la Cooperativa, como su Secretario (que tiene la obligación de redactar las actas de Asamblea General –artículo 52.1 Ley de Cooperativas, así como las Actas de Consejo Rector –artículo 67.2 d) del mismo texto normativo), como la xxxxx, que, según se ha acreditado en el procedimiento, era quien se encargaba de redactar las Actas de los diferentes órganos sociales y la custodia de los libros sociales. Sobre el libro de actas  de Asamblea General solo se han podido recuperar algunas de ellas, no existiendo evidencias de que se haya conservado dicho libro de Actas.

Lo que si se ha aportado a este procedimiento, junto con en el escrito de solicitud de arbitraje como documento nº 4, es la elevación a público del Acta de Asamblea General Extraordinaria de la Cooperativa celebrada el 31 de Marzo de 1997. En el punto tercero de dicha Asamblea se reconoce la condición de socios de D. xxx, Dª xxx y Dª xxx, como consecuencia de la baja de su padre D. xxx (consignado por error en el acta el nombre de xxx), pasando cada uno de los tres nuevos socios a ostentar la mitad de una acción de la Cooperativa por terceras partes proindiviso. Dª xxxx, en esta misma Asamblea, adquirió, igualmente, la condición de socia por la transmisión de la mitad de un título de esta Cooperativa, en virtud de la escritura de donación otorgada por sus padres.  

La parte demandada aporta junto con su escrito de contestación, y como documento nº 7, un certificado emitido el día 30 de octubre de 2015 por el Secretario del Consejo Rector, D. xxx, en el que  se certifica que D. xxx, D. xxx, D. xxx y Dª xxx ostentan la condición de socio desde el día 7 de noviembre de 2010.
Por todo ello, con la documentación obrante en el procedimiento, se acredita que los socios sobre los que se pone en duda su condición por parte de la actora, ostentan dicha condición, sin que hasta el día de la presentación de la solicitud de arbitraje se haya puesto en duda su incorporación como socios de la Entidad. A preguntas del letrado de la demandada, la propia demandante reconoce que en una sesión de Asamblea General, celebrada el día 3 de junio de 1.997, coincidió con D. xxx. Con dicha acta, aportada a este procedimiento por xxxxx, se puede acreditar que la actora coincidió también con D. xxxx, Dª xxx y Dª xxx, socios a los que ahora pretende que no se les reconozca dicha condición, pese a no haber manifestado nada en aquella asamblea o en fechas posteriores.
La actora trata de desvirtuar la condición de socio de D. xxx, Dª xxxx y Dª xxx; Dª xxx; D. xxx, D. xxx y Dª xxxx, entre otras cuestiones, porque dichos socios no tiene suscritas las aportaciones a capital social necesarias para ostentar dicha condición. Es evidente que, tanto para los socios cedentes de tierras, como para los socios trabajadores, los actuales Estatutos de la Cooperativa establecen una cuantía mínima para ostentar la condición de socio (art. 59 de los vigentes Estatutos Sociales, aportados por la actora como documento nº 8), que asciende a la cantidad de 7.512,65 euros. De la prueba practicada en el procedimiento se determina que en la Cooperativa existen 8 participaciones sociales  y que el capital social mínimo previsto en los Estatutos asciende a 60.101,20 euros (artículo 55 de los Estatutos), y que dividiendo dicha cuantía por los referidos títulos, cada uno de ellos podrían llegar a tener un valor nominal igual a la participación mínima al capital social exigible a los socios de nuevo ingreso (7.512,65 euros). Lo que ha quedado debidamente acreditado con la prueba practicada es que no se ha realizado, en ningún momento, requerimiento alguno a los socios que no alcanzan dicha cuantía, cuestión que es competencia del Consejo Rector, órgano social que debe exigir a los socios la aportación mínima obligatoria al capital social, bien de oficio o bien por requerimiento de cualquier socio. La actora, ostentó la condición de Interventora de cuentas desde el 30/05/1997 hasta el día 19/09/2015, según se acredita con los datos obrantes en la Unidad Provincial de xxxx del Registro de Cooperativas de Castilla-La Mancha, y a preguntas del letrado de la demandada, reconoció no haber realizado requerimiento alguno a ningún socio o al Consejo Rector para que se desembolsaran las participaciones al capital social que fueran necesarias de acuerdo a los Estatutos. No le corresponde a este árbitro exigir el desembolso de tales aportaciones, y el extremo de que diversos socios no tengan desembolsada la participación mínima al capital social, no determina que mediante Laudo se pueda resolver la baja, en su caso, de los socios que se encuentren en dicha situación, sin el previo requerimiento para que hagan su desembolso y, en su caso, el posterior expediente contradictorio de baja obligatoria, que con carácter previo a resolverse en un arbitraje, debe agotarse la vía interna de la Cooperativa (acuerdo de Consejo Rector y recurso, en su caso, ante la Asamblea General).
Otra de las cuestiones planteadas por la actora para combatir la condición de socio de los referidos socios, es que los acuerdos adoptados por las diferentes Asambleas, son contrarios al orden público, por no existir autorización expresa del Consejo Rector para conceder la autorización previa, así  como que este órgano social es el que debió resolver la admisión de socios. Revisar los acuerdos adoptados por la Asamblea General de la Cooperativa, en algunos casos, hace más de veinte años, no es una cuestión que se haya pedido expresamente por la actora, que simplemente solicitó, como petición principal, que se declarar la nulidad del nombramiento del Presidente porque en dicha Asamblea había personas a las que no se podía considerar socios. La prueba practicada parece ir en sentido contrario, de acuerdo al Acta de Asamblea General Extraordinaria celebrada el 31 de marzo de 1.997, aportada por la propia actora y por el certificado aportado por la demandada que fue emitido por el actual Secretario del Consejo Rector el día 30 de octubre de 2.015. Pero en todo caso, es evidente que también se debe tener en cuenta que estos socios han ostentado dicha condición de forma pacífica, sin que la actora o cualquier otro socio hayan puesto reparo alguno a la adquisición de su condición de socio, como tampoco ningún socio ha puesto reparo alguno a la condición de socia de la actora, pese a que se ha acreditado en este procedimiento que, pese a tener la condición de socia cedente de tierras y socia trabajadora de xxxxx, no ha realizado actividad laboral en la Cooperativa y no es titular de ninguna tierra que estén siendo explotada por la misma. La demandante ha coincidido en sesiones de Asamblea con los socios sobre los que discute su condición de socios (como la celebrada el día 03/06/1997) sin que se pusiera en duda dicha condición, por ello, debemos tener en cuenta la doctrina de los actos propios, la actora, siendo socia, e interventora hasta el año 2015, durante más de veinte años (para el caso del actual presidente y sus hermanas) y durante más de seis años para el resto de socios, no ha puesto reparo alguno sobre la condición de socio de las referidas personas que aparecen mencionadas en el suplico de su solicitud de arbitraje. 
Por todo ello, debe desestimarse la petición principal de la demanda de arbitraje, no habiéndose acreditado en la tramitación del procedimiento, que durante la celebración de la Asamblea General Extraordinaria, de fecha 21 de febrero de 2016, se haya vulnerado lo prevenido en la Ley de Cooperativas en lo relativo a su convocatoria, celebración y adopción de acuerdos, basándose la pretensión de nulidad de la actora, únicamente, en que no se debía reconocer la condición de socios de ciertos asistentes a la misma, entre ellos, el actual Presidente. Igualmente debe desestimarse la solicitud de dejar sin efecto el acto de gestión realizado por D. xx el día 6 de abril de 2017, habida cuenta de que dicho acto de gestión fue ratificado posteriormente por un acuerdo de Consejo Rector, de fecha 3 de julio de 2017, sobre el que se está ejercitando una acción de nulidad en el procedimiento de arbitraje de derecho nº 13/2017.
CUARTO: En cuanto a la petición subsidiaria, se solicita que se requiera a la Asamblea General de la Cooperativa para que se fije la cuantía de las aportaciones obligatorias de los nuevos socios, las condiciones y plazos de su desembolso, así como establecer la cuota de ingreso, cuantificándose el interés legal, los daños y perjuicios ocasionados y con expresa suspensión de sus derechos económicos y políticos.
Es evidente que la Asamblea General Ordinaria tiene la competencia exclusiva para modificar las aportaciones a capital social que deben hacer los socios de nuevo ingreso (artículo 43.1 c) Ley de Cooperativas), pero dicha cuantía ya está establecida en los actuales estatutos sociales de la Cooperativa  en su art. 59, aportados por la actora como documento nº 8, que asciende a la cantidad de 7.512,65 euros, por ello, deberá ser la Asamblea General, libremente, la que deba acordar si modifica la cuantía actualmente fijada por los Estatutos. 
En cuanto al desembolso de participaciones al capital social, le corresponde al Consejo Rector de la Cooperativa, bien de oficio o bien a instancia de cualquier socio, exigir que todos los socios tengan suscrito y desembolsado el capital social mínimo establecido. Por ello, ningún pronunciamiento le corresponde a este árbitro sobre dicho particular. 
En cuanto a que se establezca cuota de ingreso, ahora denominada por la Ley de Cooperativas como prima de ingreso, dicha cuestión es competencia exclusiva de la Asamblea General, habida cuenta de que en los Estatutos sociales no se ha regulado el establecimiento de una cuantía (artículo 60.4). 

En cuanto a la cuantificación de intereses, no ha quedado acreditado que ningún socio de xxxxx, al día de la fecha, se haya constituido la mora, habida cuenta de que no se ha acreditado la existencia de requerimientos previos a los socios que pudieran tener una participación en el capital social por debajo de la cuantía establecida en Estatutos. De no existir requerimiento alguno para su desembolso, este árbitro tampoco puede determinar la existencia de daños y perjuicios provocados a la Cooperativa, que puedan ser cuantificables. En cuanto a la suspensión de derechos, políticos y económicos, la materialización de dicho extremo le corresponde al Consejo Rector, de acuerdo a lo prevenido en el artículo 39 de la Ley de Cooperativas y  el artículo 23 de los vigentes Estatutos sociales. 
Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente

LAUDO ARBITRAL

Que debo desestimar íntegramente la solicitud interpuesta por Dª xxxxx, absolviendo a xxxx de todos los pedimentos contra ella solicitados, confirmado el acuerdo de la Asamblea General, celebrada el 21 de febrero de 2016, que eligió a D. xxxx como Presidente del Consejo Rector de la Cooperativa, sin expresa imposición en costas.
El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 

En Toledo, a 21 de Noviembre de 2.017
EL ÁRBITRO

FDO. Francisco José Seseña Aparicio
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